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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA NÚMERO  351-2021 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., agosto diecisiete (17) de dos mil veintiuno (2021) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el señor INOCENCIO 

PRECIADO PÉREZ, identificado con la C.C. No. 9.524.174, contra la 

DIRECCIÓN NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES hoy SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE ACTIVOS ESPECIALES DEL ESTADO - S.A.E., por 

vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de debido proceso 

administrativo, información y petición. 

 

ANTECEDENTES 

 
El señor INOCENCIO PRECIADO PÉREZ, identificado con la C.C. No. 

9.524.174, presenta acción de tutela contra la DIRECCIÓN NACIONAL DE 

ESTUPEFACIENTES HOY SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE ACTIVOS 

ESPECIALES DEL ESTADO - S.A.E.,  para que se pronuncien sobre las 

pretensiones incoadas por el accionante consistentes en que se reconozca y 

decrete la prescripción extintiva y liberatoria de la acción de cobro coactivo 

existente, se cancele la medida cautelar mencionada y se libere definitivamente 

el mencionado vehículo automotor de toda medida cautelar decretada en su 

contra, así mismo se pronuncie sobre las demás pretensiones incoadas por el 

accionante. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 29, 23, 74 de la Constitución Política de 

Colombia de 1991. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de agosto tres (03) de dos mil veintiuno (2021), dispuso 

dar trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad accionada 

mediante correo electrónico, a fin de que ejerciera su derecho de defensa y 
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contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 
La accionada DIRECCIÓN NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES hoy 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE ACTIVOS ESPECIALES DEL ESTADO - 

S.A.E., en alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“Para que dentro del análisis del despacho sea tenido en cuenta, se aclara, que en 
razón a los procesos internos y la estructura organizacional de esta Sociedad la 
representación y defensa judicial, lo que incluye la atención de acciones de tutela 
promovidas en contra de la SAE SAS se ejerce a través de la Vicepresidencia 
Juridica de la cual es titular la suscrita”. 

 
“De acuerdo con el procedimiento interno P-GJ1-070 las tutelas son atendidas por 

la Vicepresidencia Jurídica de SAE a partir del insumo generado por el área o la 
Gerencia asociada al trámite, para el caso la Gerencia de Bienes Muebles, lo 
que puede ser validado en el texto del certificado de existencia y representación 
legal, y la página web de SAE”. 
 

https://www.saesas.gov.co/nuestra_entidad/estructura_organizacional_talen
to_29904/organigrama. 
 
“la norma es clara, al momento asignar como único administrador de los bienes 
del FRISCO a la SAE entregándole una serie de mecanismos administrativos legales 
de los cuales es deber del administrador del fondo hacer con la finalidad que los 
bienes del fondo sean productivos y generadores de empleo, por ello, en las 
presentes diligencias el pronunciamiento de SAE debe ser entendido también como 

el pronunciamiento del FONDO DE REHABILITACIÓN, INVERSIÓN SOCIAL Y LUCHA 
CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO – FRISCO”. 
 
“Interpone la acción constitucional el señor INOCENCIO PRECIADO PÉREZ, 

quien actúa en nombre propio, promueve la acción subsidiaria procurando que el 
Juez Constitucional conceda el amparo de prerrogativas fundamentales cuya 
amenaza acusa configurada con la omisión de la accionada en acceder a la 

cancelación de una medida de embargo registrada en la tradición posesoria del 
vehículo de placa FBB704, producto de la gestión que en otrora pudo haber 
realizado la extinguida DNE. Así con sustento en las manifestaciones del su escrito 
tuitivo el señor Inocencio solicita (resumen): Se conceda el resguardo invocado y 
se ordene a la accionada “(…) QUE SE RECONOZCA y DECRETE LA 
PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA Y LIBERATORIA DE LA ACCIÓN DE COBRO 
COACTIVO existente, se cancela la medida cautelar mencionada Y SE LIBERE 

DEFINITIVAMENTE el mencionado vehículo automotor DE TODA MEDIDA 
CAUTELAR DECRETA EN SU CONTRA”. 
 
“Torna necesario informar al despacho, que en sede del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial – Sala Penal, en trámite seguido bajo el Rad. 11001220400-2021-
01751-00 la autoridad Constitucional resolvió idéntico pedimento al que hoy nos 

convoca en los siguientes términos: 

 
“Primero: Tutelar el derecho al debido proceso a Inocencio Preciado Pérez 
Varón. 
 
Segundo: Ordenar a la Dirección Seccional de Fiscalías que, a través del 
funcionario que estime competente, dentro del término de cuarenta y ocho (48) 

horas siguientes a la notificación de esta sentencia, emita el pronunciamiento de 
rigor frente a la solicitud del demandante, encaminada a levantar la medida 
cautelar que pesa sobre el vehículo de su propiedad de placas FBB704”. 
 
“Decisión que data del día 21/06/2021”. 
 
“a continuación, se presenta el resumen de las más recientes gestiones para 

conjurar la situación reportada por el señor Inocencia han sido realizadas por SAE 
a través del área de Bienes Muebles”. 
 
 

“Con oficio CS2021-019075 de fecha 16 de julio de 2021 se solicitó a la Dirección 
Nacional de Fiscalía de Extinción del Derecho de Dominio informar la situación 

juridica actual del proceso 28655 donde se encuentra involucrado el vehículo de 

https://www.saesas.gov.co/nuestra_entidad/estructura_organizacional_talento_29904/organigrama
https://www.saesas.gov.co/nuestra_entidad/estructura_organizacional_talento_29904/organigrama
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placas FBB704 con el fin de dar respuesta a su petición de fecha 13 de julio de 
2021 tutela 11001-22-0400-2121-01751-00”. 

 
“Con fecha 21 de julio de 2021 remitimos vía correo electrónico a la Fiscalía 
General de la Nación 'sandral.espinosa@fiscalia.gov.co'' y 

'magda.jimenez@fiscalia.gov.co' oficio CS2021-019075 de fecha 16 de julio de 
2021 con el fin de dar respuesta sobre situación juridica actual del proceso 28655 
donde se encuentra involucrado el vehículo de placas FBB704”. 
 
“El 04 de agosto de 2021 se reiteró vía correo electrónico antes citados a la Fiscalía 
General de la Nación oficio CS2021-019075 de fecha 16 de julio de 2021 con el fin 
de dar respuesta sobre situación juridica actual del proceso 28655 donde se 

encuentra involucrado el vehículo de placas FBB704”. 
 
“Como se evidencia, esta Sociedad ha realizado importantes gestiones tendientes 
a esclarecer el estado legal del activo y por ello, hasta tanto la Fiscalía General de 
la Nación de respuesta del estado del proceso 28655 por infracción a la Ley 30 
donde se encontró involucrado el vehículo de placas FBB704 es inviable acceder al 

requerimiento de levantar la medida cautelar cobro coactivo vigente en el 

certificado de tradición del rodante registrada por la liquidada Dirección Nacional 
de Estupefacientes, toda vez que desconocemos la situación juridica del rodante”. 
 
“Si el resultado de las gestiones realizadas resulta favorable a los intereses del 
señor Inocencio, y siempre que esta Sociedad sea competente realizará la gestión 
que pueda tener lugar para conjurar el tema que nos reúne. No obstante, se 

advierte que la entidad competente para resolver los asuntos relativos a procesos 
de jurisdicción coactiva promovidos por la extinguida DNE es el Consejo Superior 
de la Judicatura - División de Fondos Especiales y Cobro Coactivo, lo 
anterior en virtud de lo dispuesto por el artículo 20 del Decreto 272 de 2015”. 
 
“Artículo 20. Procesos de cobro coactivo. Todos los procesos de cobro coactivo 
que estén siendo adelantados por el Ministerio de Justicia y del Derecho, y que 

versen sobre multas impuestas en procesos judiciales con ocasión de la comisión 
de delitos por infracción al Estatuto Nacional de Estupefacientes, serán transferidos 
al Consejo Superior de la Judicatura dentro de los dos (2) meses siguientes a la 
entrada en vigencia del presente Decreto”. 

 
“En línea con lo expuesto, se destaca que: 

 
1. “En su alzada el señor Inocencio no refiere o demuestra que esta Sociedad se 

encuentre en mora de brindar repuesta alguna petición elevada por él”.  
 

2. “Con ocasión del trámite tutelar que nos reúne, la Gerencia de Bienes Muebles 

mediante radicado CS2021-020598 enviado a la cuenta de correo 
debancofi@gmail.com en fecha 04/08/2021 comunicó en detalle al señor 
Inocencio el cómo, porque y el cuándo esta Sociedad podrá contar con 
elementos de juicio para pronunciarse sobre la medida de cobro coactivo 
registrada en la tradición posesoria del vehículo de placa FBB704”.  
 

“Lo planteado y demostrado, sin duda, llaman al fracaso las pretensiones del actor 

el que mediante el mecanismo subsidiario procura la resolución de una situación 
que como se vio requiere el concurso de entidades diferentes de SAE como lo son; 
La Dirección Seccional de Fiscalías y llegado el caso el Consejo Superior de la 

Judicatura, de las que esta Sociedad solicita su vinculación al presente trámite”. 
 
“Es preciso señalar que la Sociedad de Activos Especiales SAE, en cumplimiento 
de un mandato legal, se encuentra encargada de la administración de los bienes 

vinculados dentro de procesos de extinción de dominio, sin tener injerencia en 
decisiones judiciales, pues esta Sociedad no está facultada para adelantar procesos 
de esa naturaleza, ya que conforme lo establecido en la Ley 1708 de 2014, es una 
función exclusiva de la fiscalía general de la Nación1 y los jueces de extinción de 
dominio”. 
 

“De conformidad con lo anterior, la SAE SAS sólo acata las órdenes que los 
diferentes despachos judiciales le imparten a lo largo de los procesos 
extinción de derecho de dominio, en el caso en concreto, la Sociedad de Activos 
Especiales SAE S.A.S., no puede solicitar el levantamiento de las medidas de 
administración hasta tanto no se notificada en debida forma de la existencia de 
una orden judicial que en tal sentido haya sido expedida por una autoridad judicial 
competente”. 

 
“En este punto, es necesario aclarar que, el rodante que nos ocupa hace parte del 
inventario de bienes del FRISCO que le fue entregado por la extinguida Dirección 
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Nacional de Estupefacientes a la Sociedad de Activos Especiales SAS dentro del 
proceso de empalme ordenado por el Decreto 1335 de 2014. El cual se formalizó 

por las partes con la suscripción de actas en las que esta Sociedad realizó entre 
otras la siguiente salvedad: 
 

“(…) La Sociedad de Activos Especiales SAS- SAE SAS declara y reconoce 
con la suscripción de la presente acta recibir la base de datos MATRIX, sin 
embargo, frente a las características, congruencia y veracidad de la 
información que ella contiene, se reservará la facultad de verificación y 
validación, actividad que ejecutará como parte de sus gestiones de 
administrador del FRISCO…” 
 

“No obstante, las condiciones que rigen la recepción tanto documental 
como física de los bienes del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social 
y Lucha Contra el Crimen Organizado – FRISCO, la Sociedad de Activos 
Especiales SAS- SAE SAS. No se hace responsable bajo ningún evento por 
las contingencias que se deriven de aquellos bienes que no se encuentran 
relacionados en la base de datos MATRIX…” 

 

“Por lo anterior, se precisa que la Sociedad de Activos Especiales SAE, en 
cumplimiento de un mandato legal, se encuentra encargada de la administración 
de los bienes incautados y que se encuentran encartados dentro de procesos 
penales o de extinción de dominio, sin tener injerencia en decisiones judiciales, 
pues esta sociedad no está facultada para adelantar procesos de esa naturaleza, 
ya que conforme lo establecido la Ley 1708 de 2014, es una función exclusiva de 

la Fiscalía General de la Nación”. 
 
“En consideración a lo expuesto, no existe acción u omisión que genere la violación 
de los derechos fundamentales cuyo amparo solicita la accionante, con lo cual se 
desconfigura el supuesto normativo contemplado por el artículo 86 de la 
Constitución Política, toda vez que ante la ausencia de la acción u omisión de la 
autoridad, desaparece la violación o amenaza al derecho constitucional 

fundamental, debido a la falta del nexo causal necesario para la consolidación de 
este presupuesto primigenio de la mencionada acción excepcional, lo que deviene 
en una notoria falta de legitimación en la causa por pasiva de mi representada”. 
 

“En punto con lo expuesto, vale la pena señalar que, la entidad competente para 
resolver la solicitud del accionante es el Consejo Superior de la Judicatura - 

División de Fondos Especiales y Cobro Coactivo, lo anterior en virtud de lo 
dispuesto por el artículo 20 del Decreto 272 de 2015”. 
 
“Artículo 20. Procesos de cobro coactivo. Todos los procesos de cobro coactivo 
que estén siendo adelantados por el Ministerio de Justicia y del Derecho, y que 
versen sobre multas impuestas en procesos judiciales con ocasión de la comisión 
de delitos por infracción al Estatuto Nacional de Estupefacientes, serán transferidos 

al Consejo Superior de la Judicatura dentro de los dos (2) meses siguientes a la 
entrada en vigencia del presente Decreto”. 
 
“En conclusión, y de conformidad con lo expuesto en precedencia, solicitó al 
Honorable Juez Constitucional DESVINCULAR a mi representada Sociedad de 
Activos Especiales S.A.S. de la presente acción”. 

 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que  se  trate  de  un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 
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vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del  caso concreto,  tenemos  que  la  acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 
El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene 

derecho   a  presentar  peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por 

motivos    de    interés    general    o   particular   y   a   obtener   pronta 

resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 



6 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 
En  apoyo  de  las  anteriores  consideraciones y para una mayor claridad de las 

anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado 

estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, 

sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 
  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 

desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual 
se fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-
377 de 2000: 

 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 

 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 
estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 
 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 
se concreta siempre en una respuesta escrita. 

 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 

privadas cuando la ley así lo determine. 
 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 
presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 

de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 
el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 

otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 
la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 
la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 

acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 
cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 

Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 

respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

 
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 
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más: 
 

j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 
deber de responder; 

 

k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 
respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

  
Con relación al derecho a acceder a la información, la Corte Constitucional 

en apartes de la Sentencia T-487 de 2017, ha señalado lo siguiente: 

 
“(…) La jurisprudencia de Corte Constitucional ha puesto de relieve la relación 

existente entre el derecho de acceso a la información y el derecho de petición, 
precisando que “la Constitución consagra expresamente el derecho fundamental 
de acceso a información pública (C.P. art. 74) y el derecho fundamental de petición 

(C.P. art. 23) como herramientas esenciales para hacer efectivos los principios de 
transparencia y publicidad de los actos del Estado. En este sentido, la Corte ha 
reiterado que tales derechos son mecanismos esenciales para la satisfacción de los 
principios de publicidad y transparencia y en consecuencia se convierten en una 

salvaguarda fundamental de las personas contra la arbitrariedad estatal y en 
condiciones de posibilidad de los derechos políticos. Por tales razones, los límites 
a tales derechos se encuentran sometidos a exigentes condiciones constitucionales 
y el juicio de constitucionalidad de cualquier norma que los restrinja debe ser en 
extremo riguroso (…)”. 
 

“(…) De este modo el artículo 18 enumera la información pública clasificada, cuyo 
acceso puede ser rechazado o denegado en los casos en que pudiere causar daño 
a los derechos a la intimidad, la vida, la salud o la seguridad, o los secretos 
comerciales, industriales y profesionales, así como los estipulados en el parágrafo 
del artículo 77 de la Ley 1474 de 2011, mientras que el artículo 19 de la misma 
ley, enumera los casos en que el acceso a la información pública reservada puede 
ser rechazado o denegado “siempre que dicho acceso estuviere expresamente 

prohibido por una norma legal o constitucional (…)”. 
 
“(…) La regla general señala el derecho de acceso a los documentos públicos, salvo 
los casos de reserva expresamente contenidos en la ley. Sin embargo las reglas 
establecidas para el acceso a la información y los documentos públicos no son 
aplicables en el caso de los documentos e informaciones privadas, pues como lo 
ha señalado la Corte, las relaciones entre particulares se desarrollan bajo el 

postulado de la libertad y la autonomía de la voluntad privada y, por tanto, no 
deben existir desequilibrios ni cargas adicionales para las personas (…)”. 
 
“(…) La Corte ha estudiado el tema de la reserva de documentos e informaciones 
de particulares, y para el efecto ha dispuesto una tipología de las clases de 
información, que permite demarcar los ámbitos de reserva, de acuerdo con los 

contenidos de esa información. Considera la Corporación que esa tipología es útil 
por dos razones: “la primera, porque contribuye a la delimitación entre la 
información que se puede publicar en desarrollo del derecho constitucional a la 
información, y aquella que constitucionalmente está prohibido publicar como 

consecuencia de los derechos a la intimidad y al habeas data. La segunda, porque 
contribuye a la delimitación e identificación tanto de las personas como de las 
autoridades que se encuentran legitimadas para acceder o divulgar dicha 

información (…)”. 

 
En cuanto a la presunta vulneración del Derecho al Debido Proceso conviene 

anotar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia C-163 de 2019: 

 
 

“(…) De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al 
menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un 
acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido 
en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con capacidad legal 

para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la 
naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 
establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa (...)”. 
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“(…) El debido proceso constituye un conjunto de garantías destinadas a la 
protección del ciudadano vinculado o eventualmente sujeto a una actuación judicial 

o administrativa, para que durante su trámite se respeten las formalidades propias 
de cada juicio. En consecuencia, implica para quien asume la dirección del 
procedimiento la obligación de observar, en todos sus actos, la plenitud de las 

formas previamente establecidas en la Ley o en los reglamentos. Esto, con el fin 
de preservar los derechos de quienes se encuentran incursos en una relación 
jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, 
modificación o extinción de un derecho o una obligación o a la imposición de una 
sanción (…)”. 
 
“(…) Bajo la acepción anterior, el debido proceso se resuelve en un desarrollo del 

principio de legalidad, en la medida en que representa un límite al poder del 
Estado. De esta manera, las autoridades estatales no pueden actuar a voluntad o 
arbitrariamente, sino únicamente dentro de las estrictas reglas procedimentales y 
de contenido sustancial definidas por la Ley. La manera de adelantar las diferentes 
etapas de un trámite, de garantizar el derecho de defensa, de interponer los 
recursos y las acciones correspondientes, de cumplir el principio de publicidad, 

etc., se encuentra debidamente prevista por el Legislador y con sujeción a ella 

deben proceder los jueces o los funcionarios administrativos correspondientes 
(...)”. 
 
“(…) Desde otro punto de vista, el debido proceso no solo delimita un cauce 
de actuación legislativo dirigido a las autoridades sino que también constituye un 
marco de estricto contenido prescriptivo, que sujeta la producción normativa del 

propio Legislador. En este sentido, al Congreso le compete diseñar los 
procedimientos en todas sus especificidades, pero no está habilitado para hacer 
nugatorias las garantías que el Constituyente ha integrado a este principio 
constitucional. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte[18], el debido proceso 
comporta al menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las 
garantías a un acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a 
impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento 

de lo decidido en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con 
capacidad legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de 
acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división 
del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa 

(...)”. 
 

“(…) Del debido proceso también hacen parte, los derechos a (iv) las garantías 
mínimas de presentación, controversia y valoración probatoria; (v) a un proceso 
público, llevado a cabo en un tiempo razonable y sin dilaciones injustificadas; (vi) 

y a la independencia e imparcialidad del juez. Esto se hace efectivo cuando los 
servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar 
justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al Ejecutivo y al 
Legislativo y la decisión se fundamenta en los hechos del caso y las normas 
jurídicas aplicables (...)”. 

 
En lo concerniente al debido proceso administrativo, la Corte Constitucional 

en apartes de la Sentencia T-559 de 2015, enunció lo siguiente: 

 

“(…) El derecho al debido proceso administrativo es de rango constitucional, 

porque se encuentra consagrado en el artículo 29 superior; (ii) este derecho 
involucra principios y garantías como el principio de legalidad, el de competencia, 
el de publicidad, y los derechos de defensa, contradicción y controversia 
probatoria, así como el derecho de impugnación; (iii) por lo tanto, el derecho al 

debido proceso administrativo no existe solamente para impugnar una decisión de 
la Administración, sino que se extiende durante toda la actuación administrativa 
que se surte para expedirla y posteriormente en el momento de su comunicación 
e impugnación, y (iv) el debido proceso administrativo debe responder no sólo a 
las garantías estrictamente procesales, sino también a la efectividad de los 
principios que informan el ejercicio de la función pública, como lo son los de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (...)” 

 
“(…) Específicamente en materia administrativa, la jurisprudencia de esta Corte ha 
establecido que los principios generales que informan el derecho fundamental al 
debido proceso, se aplican igualmente a todas las actuaciones administrativas que 
desarrolle la administración pública en el cumplimiento de sus funciones y en la 
realización de sus objetivos y fines, de manera que se garanticen “los derechos de 

defensa, de contradicción, de controversia de las pruebas y de publicidad, así como 

los principios de legalidad, de competencia y de correcta motivación de los actos, 
entre otros, que conforman la noción de debido proceso. (…) De esta manera, el 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/C-163-19.htm#_ftn18
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debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica 
que de manera previa limita los poderes del Estado y establece las 

garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que 
ninguna de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su 
propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos 

señalados en la ley (…)”. 
 
“(…) De lo expuesto hasta ahora y de la jurisprudencia citada, la Sala extrae estas 
conclusiones: (i) el derecho al debido proceso administrativo es de rango 
constitucional, porque se encuentra consagrado en el artículo 29 superior; (ii) este 
derecho involucra principios y garantías como el principio de legalidad, el de 
competencia, el de publicidad, y los derechos de defensa, contradicción y 

controversia probatoria, así como el derecho de impugnación; (iii) por lo tanto, el 
derecho al debido proceso administrativo no existe solamente para impugnar una 
decisión de la Administración, sino que se extiende durante toda la actuación 
administrativa que se surte para expedirla y posteriormente en el momento de su 
comunicación e impugnación, y (iv) el debido proceso administrativo debe 
responder no sólo a las garantías estrictamente procesales, sino también a la 

efectividad de los principios que informan el ejercicio de la función pública, como 

lo son los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad (…)”. 

 

SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA  

 

La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio de la carga 

de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó que quien la instaura 

al estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales, tiene la carga 

procesal de probar sus afirmaciones, sin perjuicio que la misma se invierta 

cuando existe un estado de indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que 

probar los hechos que se alegan.  

  
“(…) “El artículo 22 del mencionado decreto, "el juez, tan pronto llegue al 
convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 
necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede 
entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva sin que los 

hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido 
probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características de este 
procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base en el 
presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su 
certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 
fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente 

la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la 
evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 
el derecho de defensa de las partes (…)". 

 
Así pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre demostrar que 

el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo cual 

una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, pues 

como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra sujeta a que el 

accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el medio judicial 

ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos 

fundamentales presuntamente afectados. 

 
Finalmente tampoco se observa la existencia de una posible configuración de un 

Perjuicio  irremediable,  que,  como  se sabe, debe reunir las condiciones de ser 

Inminente,  es decir,  que  se  trate  de  una  amenaza  que  está  por  suceder 
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prontamente; ser grave, es decir, que el daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que 

exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; 

ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como 

mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos. 

 

Sin más consideraciones, asistiéndole al accionante otros mecanismos para 

prosperar lo pretendido, es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción objeto 

de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

D E C I S I Ó N 

 
En  Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República De Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO:  DECLARAR  IMPROCEDENTE  la  acción  invocada  por el señor 

INOCENCIO PRECIADO PÉREZ, identificado con la C.C. No. 9.524.174, 

contra la DIRECCIÓN NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES hoy SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE ACTIVOS ESPECIALES DEL ESTADO - S.A.E., por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si  la  presente  decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a 

la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 
LA JUEZ,                  

 

 
ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 
JERH 

 
 

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL  
DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 122 del 17 de agosto de 2021 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA. 


